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1. INTRODUCCION: EL SISTEMA JUDICIAL
COMUNITARIO Y EL TRIBUNAL DE PRIMERA
INSTANCIA DE LA UNION EUROPEA

El objeto del presente artículo es exponer de forma
clara y resumida cuáles son las principales novedades
introducidas en el organigrama jurisdiccional comuni-
tario por el Tratado de Niza 1

, con especial referencia a
aquellas que han incidido directamente en el Tribunal
de Primera Instancia. Por ello, con carácter previo es-
timo necesario efectuar una serie de consideraciones
generales a título introductorio sobre el sistema judi-
cial comunitario. En este sentido, conviene no perder
de vista los principios políticos que informan la potes-
tad jurisdiccional (unidad y exclusividad jurisdicciona-
les), pues los mismos permiten ubicar correctamente

2 ..•
a los Tribunales comunitarios en nuestra organlzaclon
j~risdiccional y, al mismo tiempo, sirven para determi-
nar la concreta función jurisdiccional que desempeñan
con base a lo establecido en nuestra Constitución.

El punto de partida se halla en el artículo 117.3
de la Constitución Española de 1978, que afirma
que ccel ejercicio de la potestad jurisdiccional (...)
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tri-
bunales determinados por las leyes», reconociendo
seguidamente en su apartado 5 al principio de uni-
dad jurisdiccional como cc ••• base de la organización
y funcionamiento de los Tribunales».

Estos principios constitucionales por un lado, im-
piden la existencia de jurisdicciones especiales, y
por otro, confirman el monopolio del Estado en el
ejercicio de la función jurisdiccional.

No obstante lo anteriormente afirmado, la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial,
establece una interpretación más completa del
principio de unidad y exclusividad, cuando en su
artículo 3. 1 deja a salvo cualesquiera otras potes-
tades jurisdiccionales reconocidas por la Constitu-
ción a órganos distintos de los contemplados en la
Ley (principio de unidad) y en su artículo 2. 1 atribu-

, Firmado el día 26 de febrero de 2001, en Niza, Francia, por los
15 países miembros de la Unión Europea, ratificado por España
mediante Ley Orgánica 3/2001, de 6 de novmmbre (BOE del 7 de
no}'iembre de 2001, nQ 267).

Los Tratados Constitutivos de las Comunidades Europeas
(Comunidad Europea del Carbón y del ACE,Jro-Tratado de París de
18 de abril de 1951-, Comunidad Economlca Europea -Tratado
de Roma de 25 de marzo de 1957- y Comunidad Europea de la
Energía Atómica -Tratado de Roma de 25 de marzo de 1957-),
crearon un Tribunal, denominado Tribunal eje JustIcIa de las Co-
munidades Europeas, ampliado por el Acta Unica Europea de 1986
a otro órgano jurisdiccional, el Tribunal de Primera InstanCIa, maxl-
mos intérpretes del Derecho ComunitariO, cuyo fin ,fundamental ,es
garantizar el respeto del Derecho en la Interpretaclon y aphcaclon
de los Tratados comunitarios,
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ye el ejercicio de la potestad jurisdiccional, además
de a los Juzgados y Tribunales, a cualesquiera
otros Tribunales previstos en los Tratados Interna-
cionales (principio de exclusividad).

Pese a la formulación más amplia de estos prin-
cipios en la Ley Orgánica que en la Constitución, el
artículo 93 de nuestro Texto Constitucional contiene
la denominada cláusula de supranacionalidad, es
decir, cuenta con una disposición específica que
permite a España adherirse a la, hoy, Unión Euro-
pea. Este artículo permite la celebración de Trata-
dos a través de los cuales se atribuye a una orga-
nización o institución internacional el ejercicio de
competencias derivadas de la Constitución. Por
ello, la integración de España en la Comunidad Eu-
ropea ha supuesto una cesión de competencias so-
beranas, entre ellas las jurisdiccionales. Ello supo-
ne la atribución a favor de los Tribunales comu-
nitarios de una potestad jurisdiccional que, en vir-
tud del precepto citado, no puede ser calificada
como originaria, sino más bien derivada de la ce-
sión realizada por el Estado español.

Lo anteriormente expuesto permite afirmar que los
Tribunales comunitarios son órganos integrados per-
fectamente en la organización jurisdiccional española,
con unas competencias determinadas y con unos pro-
cedimientos específicos, sin diferencias con respecto
a cualquier otro órgano jurisdiccional ordinario.

Por otro lado, el que los órganos jurisdiccionales
comunitarios puedan formar parte de nuestro sis-
tema judicial, no excluye la posibilidad de que las
relaciones puedan producirse a la inversa, es decir,
que también resulta posible que los órganos
jurisdiccionales españoles puedan participar de las
competencias que corresponden a los Tribunales
comunitarios, Así, los Tribunales comunitarios tie-
nen encomendada la función básica de velar por el
mantenimiento de la legalidad en el ámbito territo-
rial de la Unión Europea, función a la que también
contribuyen los jueces y tribunales españoles (y no
sólo españoles, sino de todos los países miembros
de la Unión), por lo que el sistema jurisdiccional
comunitario es un sistema de jurisdicción comparti-
da, que consecuentemente implica que los Tribuna-
les comunitarios junto con los órganos jurisdiccio-
nales nacionales tengan encomendada la función
de aplicar prioritariamente las disposiciones del De-
recho Comunitario, Así, las relaciones que existen
entre las jurisdicciones nacionales y la comunitaria
son de coordinación, no de subordinación, condi-



cionadas eso sí por los principios de aplicabilidad
inmediata3

, efecto direct04 y primacías del Derecho
Comunitario.

En este entramado jurisdiccional compartido se
encuentra el Tribunal de Primera Instancia, que
constituye el objeto de análisis de este trabajo, en
el que me propongo examinar las principales re-
formas que le han afectado tras la firma del Tratado
de Niza, si bien con carácter previo, procedo en el
capítulo siguiente a realizar, de forma somera, una
exposición de las modificaciones más relevantes
que han tenido repercusión en todo el sistema ju-
risdiccional comunitario, no sólo en relación al Tri-
bunal de Primera Instancia.

11. PRINCIPALES REFORMAS DEL SISTEMA
JURISDICCIONAL COMUNITARIO
PRODUCIDAS POR EL TRATADO DE NIZA

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Eu-
ropeas es una de las instituciones comunitarias
que menos modificaciones ha sufrido desde su
creación, manteniendo en síntesis su estructura
y competencias originarias. Sin duda alguna, la
más importante tuvo lugar con el Acta Única Eu-
ropea6

, pues permitió agregar al Tribunal de Jus-
ticia un Tribunal de Primera Instancia, que resul-
taría competente para conocer, en primera
instancia, de determinados tipos de recursos.
Por su parte, la única modificación relevante es-
tablecida en el Tratado de Amsterdam referida al
Tribunal de Justicia se limitó a atribuirle nuevas
competencias en relación al tercer pilar comuni-
tario, es decir, en materia de cooperación policial
y judicial penal (Título VI del TUE), en materia
de visados, asilo, inmigración y otras políticas
relacionadas con la libre circulación de personas
(Título IV del TCE), en materia de cooperaciones
reforzadas y en relación con el respeto por las
instituciones de los derechos fundamentales, pe-
ro no introdujo ninguna modificación en relación
al funcionamiento de esta institución.

El aumento de asuntos Iitigiosos ante el Tribunal

3 Este principio implica que el Derecho Comunitario se aplica di-
recta e inmediatamente en el territorio de todos los Estados miem-
bros de la Unión Europea sin necesidad de fórmula alguna de tras-
lado al Derecho interno, de ahí que desde el momento en que una
norma comunitaria sea publicada en el Diario Oficial de las Comu-
nidades Europeas, dicha norma formará parte del ordenamiento
jurídico interno.

4 Este principio, afirmado en la célebre Sentencia Van Gend &
Loos, de 5 de febrero de 1963, significa que las normas comunita-
rias producen todos sus efectos de manera uniforme en todos los
Estados miembros, generando derechos y obligaciones a partir de
su ent,rada en vigor, para todos aquellos sujetos, Estados miembros
o p~~lculares, que puedan verse afectados por su ámbito de apli-
ca~lon, , " '"

El principio de prlmaCla, afirmado por vez primera en la conoci-
da.Sentencia Costa c. Enel, de 15 de julio de 1964, precisada pos-
teriormente en la Sentencia Simmenthal, de 9 de marzo de 1978,
postula la inaplicación de actos legislativos nacionales que resulten
co~trarios a las normas comunitarias.

. Fue firmada en Luxemburgo y La Haya, respectivamente, los
dlas 17 y 28 de febrero de 1986, entrando en vigor el día 1 de julio
de 1.987. En relación al Tribunal de Primera Instancia introdujo, a
traves de sus artículos 4, 11 Y 26, modificaciones en los Tratados
constitutivos de las Comunidades Europeas concretamente en los
artículos 32.5 del Tratado de la CECA, 225 del Tratado de la' CEE y
140-A del Tratado de la CEEA,

de Justicia, la escasa eficacia del órgano jurisdic-
cional comunitario, siendo insuficiente el número
de asuntos resueltos en relación con el número de
recursos interpuestos, la complejidad procedimen-
tal comunitaria, la existencia de procedimientos ca-
da vez más largos y la futura ampliación de la
Unión Europea, llevaron a la Conferencia Intergu-
bernamental a plantearse una reforma en profundi-
dad del sistema jurisdiccional comunitario.

A esa reforma responde el Tratado de Niza.
La reforma aprobada en el Tratado de Niza se

centra en una nueva estructura jurisdiccional, con
la posibilidad de creación de Salas Jurisdiccionales,
un nuevo reparto de competencias entre los distin-
tos órganos jurisdiccionales comunitarios, y una se-
rie de medidas complementarias relativas a la com-
posición y funcionamiento del Tribunal.

En cuanto a la nueva estructura jurisdiccional, el
artículo 220 del TCE establece la estructura juris-
diccional comunitaria, atribuyendo al Tribunal de
Justicia y al Tribunal de Primera Instancia la fun-
ción de garantizar el respeto del Derecho en la in-
terpretación y la aplicación del Tratado, y permi-
tiendo la creación de Salas Jurisdiccionales para
conocer de determinado tipo de recursos en mate-
rias específicas. En efecto, en el artículo 220 se de-
finían las funciones del Tribunal de Justicia, intro-
duciéndose ahora una referencia al Tribunal de
Primera Instancia.

En su versión actual, el artículo 220 queda redac-
tado del siguiente modo:

"El Tribunal de Justicia y el Tribunal de Primera
Instancia garantizarán, en el marco de sus res-
pectivas competencias, el respeto del Derecho en
la interpretación y aplicación del presente Tratado.

Además, podrán agregar se al Tribunal de Pri-
mera Instancia, en las condiciones establecidas
en el artículo 225 A, salas jusrisdiccionales para
que ejerzan, en determinados ámbitos específi-
cos, competencias jurisdiccionales previstas en el
presente Tratado':

Estas Salas Jurisdiccionales, que vienen regula-
das en el nuevo artículo 225 A, pueden crearse por
decisión unánime del Consejo, a propuesta de la
Comisión o del Tribunal de Justicia, y previa con-
sulta al Parlamento Europeo y, en su caso, a la
Comisión o al Tribunal. Sus decisiones pueden ser
objeto de un recurso de casación ante el Tribunal
de Primera Instancia limitado a las cuestiones de
Derecho o, cuando la decisión de creación de la
Sala lo prevea, de una apelación que puede igual-
mente recaer sobre cuestiones de hecho.

La segunda de las novedades del Tratado de Niza
en relación con el Tribunalde Justicia es la configura-
ción de un nuevo reparto de competencias entre los
distintos órganos jurisdiccionales comunitarios. Efecti-
vamente, al Tribunalde Justicia se le atribuye,con ca-
rácter general, el conocimientode las cuestiones pre-
judiciales, sin perjuicio, como luego veremos, de la
atribución de una competencia prejudicial limitada al
Tribunal de Primera Instancia,de algunos recursosdi-
rectos y de los recursosde casación, mientras que el
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Tribunal de Primera Instancia se convierte en Juez de
Derecho común de los recursos directos y, por último,
las Salas jurisdiccionales deben conocer, en primera
instancia, de determinados contenciosos especiales.

Por lo que se refiere a los recursos prejudiciales,
son competencia del Tribunal de Justicia, permi-
tiendo, sin embargo, el apartado 3 del artículo 225
que el Tribunal de Primera Instancia pueda conocer
de determinadas cuestiones prejudiciales en mate-
rias específicas previstas en el Estatuto.

Para evitar que esta atribución de competencia
prejudicial al Tribunal de Primera Instancia pueda
afectar a la unidad y coherencia de Derecho comu-
nitario, se establecen dos cautelas. La primera,
contenida en el segundo párrafo del apartado 3 del
artículo 225, consistente en la posibilidad concedi-
da al Tribunal de Primera Instancia de remitir la
cuestión al Tribunal de Justicia para que resuelva
aquellos asuntos que pudieran afectar a la unidad o
coherencia del Derecho comunitario. La segunda
alude a la posibilidad de reexaminar con carácter
excepcional por el Tribunal de Justicia las decisio-
nes prejudiciales del Tribunal de Primera Instancia.

Este reexamen exige para que tenga lugar el
cumplimiento de los siguientes requisitos:
1. Que exista riesgo grave de que se vulnere la
unidad o la coherencia del Derecho comunitario (ar-
tículo 225, apartado 3, tercer párrafo).
2. Que lo pida el primer abogado general.
3. Que se solicite en el plazo de un mes.
4. Que el Tribunal de Justicia, en un plazo también
de un mes, decida admitir el reexamen (artículo 62
del Estatuto).

Por último, la reforma que el Tratado de Niza
efectúa del sistema jurisdiccional comunitario afec-
ta también a determinadas cuestiones relativas a la
composición y funcionamiento del Tribunal y a otros
temas. En concreto, debemos citar el número de
jueces y la composición de las Salas, la actuación
de los abogados generales, la modificación del Es-
tatuto y del Reglamento, el aumento de la legitima-
ción activa del Parlamento y las nuevas competen-
cias en materia de propiedad industrial.

En cuanto al número de jueces, el artículo 221
del TCE consagra para el Tribunal de Justicia el
principio de un juez por Estado miembro, y el artí-
culo 224 del TCE, respecto del Tribunal de Primera
Instancia, fija el principio de al menos un juez por
Estado miembro, remitiendo al Estatuto la fijación
en cada momento del número de jueces.

El artículo 221 del Tratado Constitutivo de la Co-
munidad Europea prepara a la institución para la
futura ampliación. Este precepto queda redactado
del siguiente modo:

"El Tribunal estará compuesto- por un juez por
Estado miembro.

El Tribunal de Justicia actuará en Salas o en
Gran Sala, de conformidad con las normas esta-
blecidas al respecto en el Estatuto del Tribunal de
Justicia.

Cuando el Estatuto así lo disponga el Tribunal
de Justicia también podrá actuare en Pleno".
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El mantenimiento del principio de un juez por Es-
tado miembro va unido a la creación de una Gran
Sala para permitir el funcionamiento del Tribunal
después de la ampliación con un número de jueces
superior al actual, garantizando al mismo tiempo la
existencia de un núcleo estable que pueda velar
por el mantenimiento de la unidad y coherencia de
la jurisprudencia.

Por lo que se refiere a los abogados generales,
se mantiene el número actual de ocho (artículo 222
del TCE), permitiendo que el Consejo, por unani-
midad y a petición del Tribunal de Justicia, aumen-
te su número. Hasta aquí nada nuevo que destacar.
La gran novedad se centra, en cambio, en la su-
presión de la actual obligación de presentar conclu-
siones en todos los asuntos, pues conforme dispo-
ne el artículo 222 solamente deberá presentar
conclusiones motivadas en aquellos asuntos que,
de conformidad con el Estatuto del Tribunal de Jus-
ticia, requieran su intervención.

Otra novedad viene establecida en el artículo 224
párrafo primero, el cual prepara a la institución para
la próxima ampliación al decir que:

"El Tribunal de Primera Instancia contará con al
menos un juez por Estado miembro. El número de
jueces será fijado por el Estatuto del Tribunal de
Justicia. El Estatuto podrá disponer que el Tribu-
nal de Primera Instancia esté asistido por aboga-
dos generales".

Para cerrar este Capítulo, que será desarrolla-
do en los siguientes, conviene señalar que el
Anexo Val Tratado de Niza incorpora el Protocolo
sobre el Estatuto del Tribunal de Justicia. En di-
cho Protocolo se contiene el Estatuto de los Jue-
ces y Abogados Generales. su organización, sus
procedimientos así como una referencia al Tribu-
nal de Primera Instancia de las Comunidades
Europeas.

111. ORGANIZACION, COMPOSICION V
FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL DE
PRIMERA INSTANCIA TRAS NIZA

La primera norma reguladora de la organización
del Tribunal de Primera Instancia, aparte las previ-
siones contenidas en los Tratados constitutivos, fue
la Decisión del Consejo de 24 de octubre de 19887

•

Por esta Decisión se acuerda crear el Tribunal de
Primera Instancia, estableciendo su primer conside-
rando que el artículo 32 quinto del Tratado CECA,
el artículo 168 A del Tratado CEE y el artículo 140 A
del Tratado CEEA, confieren al Consejo la facultad
para agregar al Tribunal de Justicia un Tribunal de
Primera Instancia llamado a ejercer importantes
funciones jurisdiccionales y cuyos miembros ofrez-
can absolutas garantías de independencia y posean

7 Decisión 88/591/CECA. CEE. Euratom. publicada en el Diario
Oficial de las Comunidades Europeas L 319, de 25 de noviembre
de 1988. Con posterioridad. el DOCE L 241. de 17 de agosto de
1989, procedió a corregir los errores detectados en la redacción
originaria. modificándose. asimismo. la citada Decisión, por otras 3
Decisiones del Consejo: 93/350. 95/208 Y 99/291.



la capacidad necesaria para el ejercicio de dichas
funciones.

Igualmente, el artículo 1de esta Decisión emplea
el verbo "agregar" para hacer referencia a la natu-
raleza jurídica de este Tribunal de Primera Instan-
cia. Etimológicamente, el verbo "agregar" procede
del latín aggregare, infinitivo que resulta de la con-
junción de las expresiones latinas ad y gregis, que
viene a significar añadir al rebaño, unir, incorporar.
Por tanto, este origen etimológico del término agre-
gar nos permite afirmar no se trata de una nueva
Institución ComunitariaB, sino del desdoblamiento
del Tribunal de Justicia Único en dos Tribunales,
uno de los cuales conocerá en primera instancia de
los mismos asuntos que, en segunda instancia,
conocerá el otro, amén de ostentar competencias
de las que conocerá en única instancia sin
posibilidad de revisión por parte del Tribunal de
Justicia. Hasta tal punto queda clara esa interde-
pendencia y relación entre ambos Tribunales que el
propio artículo 1 señala que la sede del Tribunal de
Primera Instancia será la misma que la del Tribunal
de Justicia, esto es, Luxemburgo. Esto ha llevado a
algunos autores 9 a afirmar que sus conexiones,
desvinculados los aspectos jurisdiccionales, son
totales en lo que a su organización administrativa y
régimen económico y presupuestario se refiere.

El Tribunal de Primera Instancia se compone en
la actualidad de 15 jueces. Este mismo número de
jueces es el que se prevé en el artículo 48 del Pro-
tocolo anejo al Tratado de Niza, planteándose en-
tonces como principal problema el de determinar
cuál será el número de jueces cuando se produzca
la ampliación prevista en el propio Tratado. ¿Segui-
rá siendo un juez por cada uno de los Estados
miembros, como hasta ahora? ¿Serán los Estados
"Grandes" los que tengan derecho a nombrar un
juez y los pequeños nombrarán uno por cada tres o
cuatro países, o más, en función de su aportación
económica, territorial y demográfica a la Unión Eu-
ropea? ¿Se establecerán otros mecanismos distin-
tos a los contemplados hasta el momento en otros
Tribunales de Justicia de Organizaciones Interna-
cionales? ¿Podrá cada Estado miembro nombrar
un juez o un abogado general, en función de su
importancia? Estas y otras interrogantes similares
ya han sido planteadas en el seno de la Unión Eu-
ropea10 y no sólo por el propio Tribunal de Primera

8 Se deduce del hecho de que no se ha modificado en este sen-
tids>el artículo 7 del Tratado de la Comunidad Europea.

Así, Joaquín María Peñarrubia Iza y Miguel Angel López López
en su obra conjunta titulada Procedimiento ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia de las Comunidades Europeas y recurso de casa-
ción (Editorial Dilex, S.L., Madrid, 2000, páginas 24 y 25) conside-
ran que se trata de órganos jurisdiccionales distintos, que
comparten la organización administrativa y los medios presupuesta-
rios, con la excepción de que cada órgano tiene su propio Registro,
pero en el aspecto jurisdiccional son independientes. Estos mismos
autores afirman que Migliazza entiende que se trata de dos troncos
autónomos pero una misma institución, con estructura burocrática,
sobre todo por razones presupuestarias, citando como obra suya
en la que realiza tales manifestaciones la que lleva por título 11dop-
pio grado di giurisdizione nel diritto delle Comunitá europee, Franco
Ar\W"i s.r.l., Milán 1993, páginas 64-65.

En el Dictamen para la revisión del Tratado de la Unión Euro-
pea, adoptado el día 28 de febrero de 1996, bajo el título "Reforzar
la Unión Política y preparar la ampliación", la Comisión hacía suyas
las opiniones del Tribunal de Primera Instancia sobre la convenien-
cia de que estén representados en el Tribunal de Justicia los diver-

Instancia, sino también por otras Instituciones, co-
mo la propia Comisión. El establecimiento de un
número de jueces igual al número de Estados
miembros de la Unión Europea presenta como
principal ventaja la de la representatividad estatal
en el seno del Tribunal, asegurando una participa-
ción efectiva de cada Estado en el ejercicio de la
función jurisdiccional comunitaria, con independen-
cia de la importancia territorial y demográfica que
posean los distintos países en la Unión.

Por el contrario, la principal desventaja es que el
aumento del número de jueces, fijándose uno por
Estado, supondrá un problema de actuación y
coordinación, de posible colapso en la toma de de-
cisiones, lo que repercute gravemente en una insti-
tución como la judicial, caracterizada en la mayor
parte de los países de nuestro entorno por su exce-
siva lentitud. Al mismo tiempo, se alterarían los
términos de una real participación democrática y
representativa de cada Estado en el ámbito comu-
nitario, con las negativas consecuencias a efectos
de estabilidad y posibles tensiones entre países
comunitarios al introducir un elemento de desigual-
dad.

Otra posible desventaja que conllevaría el man-
tenimiento del principio "un juez por Estado miem-
bro", lo que supondría que el Tribunal de Justicia
pasase de 15 a 21 y, en una fase ulterior, a 25 o
más miembros, sería la dificultad de mantener una
jurisprudencia coherente. En efecto, en número li-
mitado de jueces plantea ventajas en orden al man-
tenimiento de unas pautas de coherencia y unifica-
ción de criterios jurisprudenciales, que son puestas
en peligro en el momento en que se aumenta el
número de jueces, máxime como en el caso del
Tribunal de Justicia, de diferentes nacionalidades,
pues a los posibles distintos puntos de vista sobre
el examen de la cuestión objeto de enjuiciamiento,
deben añadirse los problemas Iinguísticos, de en-
torno cultural diferente, etc.

Esto no ha pasado desapercibido al propio Tribu-
nal de Justicia. Así, en su informe de 199511

, ex-
presó dos consideraciones importantes sobre el
tema que no deben dejarse pasar por alto:

«Por una parte, un aumento importante del nú-
mero de jueces podría tener como resultado que
el Tribunal de Justicia, al actuar en Pleno, atrave-
sara la frontera invisible que separa a un órgano
jurisdiccional colegiado de una asamblea delibe-
rante; además, en la medida en que la inmensa
mayoría de los asuntos serían juzgados por las
Salas, podría poner en peligro la coherencia de la
jurisprudencia.

Por otra parte, la presencia de todos los siste-
mas jurídicos nacionales en el seno del Tribunal
de Justicia reviste cierta utilidad para el desarrollo
armonioso de la jurisprudencia comunitaria, al te-
nerse en cuenta las concepciones fundamentales

sos sistemas jurisdiccionales nacionales, pero tratando de evitar
que este órgano jurisdiccional colegiado pudiera convertirse en una
Asamblea deliberante.

11 Informe del Tribunal de Justicia sobre determinados aspectos
de la aplicación del Tratado de la Unión Europea, Luxemburgo, ma-
yo de 1995, apartado 16.
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admitidas en los diferentes Estados miembros y
al facilitarse de este modo la aceptación de las
soluciones adoptadas. Además, puede pensarse
que la presencia en el seno del Tribunal de Justi-
cia de un juez de cada Estado miembro debiera
contribuir a acentuar su legitimidad».

En relación al Tribunal de Primera Instancia, éste
no sufriría los inconvenientes propios del aumento
del número de jueces en la misma medida en que
lo padecería el Tribunal de Justicia. Resulta cierto
que el aumento del número de Salas haría necesa-
ria la adopción de nuevas medidas tendentes a una
organización más adecuada y al logro de una coor-
dinación en materia de jurisprudencia, pero no de-
be olvidarse que este Tribunal es, precisamente, de
Primera Instancia, lo que significa que la última ins-
tancia correspondería al Tribunal de Justicia y a él,
por tanto, le correspondería intervenir para garanti-
zar la unificación de la jurisprudencia.

Por otro lado, el aumento del número de jueces
no sólo no resultaría contraproducente, como se
advierte que pudiera ocurrir en el caso del Tribunal
de Justicia, sino que en el caso del Tribunal de
Primera Instancia se me antoja necesario. Si tene-
mos en cuenta gue la entrada en vigor del Tratado
de Amsterdam 12 y que la introducción del euro es
hoy ya una realidad, el aumento de competencias y
de trabajo para el Tribunal de Justicia y, especial-
mente, para el Tribunal de Primera Instancia, sino
de manera inmediata sí, al menos, en un futuro
próximo, va a ser una realidad innegable13

.
El Tribunal de Primera Instancia deberá hacer

frente a un número creciente de recursos en rela-
ción a diversas materias. En particular, sobre:

Los derechos de marca.
- Los derechos sobre la patente comunitaria.
- El acceso de las personas físicas y jurídicas a

los documentos de las Instituciones y organismos
de la Comunidad (art. 255 del TCE).

- Las sanciones impuestas por el Banco Central
Europeo a las empresas (art. 34.3 del Protocolo
sobre los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos
Centrales y del Banco Central Europeo).

- Los controles realizados por el Tribunal de
Cuentas a las personas físicas y jurídicas que per-
ciban fondos comunitarios (art. 248 del TCE).

- La extensión del contencioso sobre la función
pública al Banco Central Europeo y a Europol.

- La lucha contra el fraude.
Para poder evitar un colapso asegurado se impone

el aumento del número de jueces, al tiempo que una
reestructuración de la organización del Tribunal y una
modificación del procedimiento, reduciendo los plazos
actuales y simplificando su tramitación, aunque de es-
ta cuestión me ocuparé en el próximo Capítulo.

12 El Tratado de Amsterdam fue firmado en Amsterdam, Países
Bajos, por los entonces 15 países miembros de la Unión Europea,
el día 2 de octubre de 1997, siendo ratificado por España mediante
la Ley Orgánica 8/1998, de 16 de diciembre. Su entrada en vigor se
prqstujo el día 1 de mayo de 1999.

1 En este sentido, Rodríguez Iglesias, G.C. "El Tribunal de Jus·
ticia y la reforma institucional de la Unión Europea" indica que con
la reforma el Tribunal de Justicia no pretende un aumento de poder
político sino tan sólo adaptarse a la realidad comunitaria y hacer
frente al mayor volumen de trabajo.
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La adaptación del número de jueces al aumento
del número de asuntos sería un método apto para
evitar un bloqueo del Tribunal de Primera Instancia.
En este contexto precisamente se ha recomendado
en las "Propuestas del Tribunal de Justicia y del Tri-
bunal de Primera Instancia para el nuevo conten-
cioso relativo a la propiedad intelectual", el aumento
del número de jueces del Tribunal de Primera Ins-
tancia para hacer frente al nuevo contencioso sobre
la marca comunitaria.

Al lado de las cuestiones cuantitativas, la doctrina
también se ha preocupado de analizar las cualitati-
vas. Es decir, al aumento del número de jueces no
tiene por qué serie parejo la disminución de los re-
quisitos personales de los jueces para formar parte
del Tribunal de Primera Instancia.

En efecto, el artículo 223 del TCE requiere para
ser juez del Tribunal de Justicia de las Comunida-
des Europeas reunir las condiciones necesarias pa-
ra que, en sus respectivos países, puedan ejercer
las más altas funciones jurisdiccionales o ser juris-
consultos de reconocida competencia, mientras
que para ser juez del Tribunal de Primera Instancia,
el artículo 224 del mismo cuerpo legal exige úni-
camente que tengan la capacidad necesaria para el
ejercicio de las funciones jurisdiccionales 14. Por
tanto, conforme a los requisitos establecidos tanto
en la Ley Orgánica del Poder Judicial como en el
Reglamento del Consejo General del Poder Judicial
1/1995, de 7 de junio, de la Carrera Judicial, en el
primer caso sería necesario ostentar la capacidad
necesaria para ser magistrado del Tribunal Supre-
mo y en el segundo caso bastaría con que fuera
juez o magistrado, sin exigir un número de años
determinados en la carrera judicial o, en su caso,
fiscal, lo que plantea importantes interrogantes,
pues la situación no es la misma cuando nos refe-
rimos a un magistrado con 10 años de experiencia
profesional en la carrera judicial que a un juez de
Primera Instancia e Instrucción que lleva unos me-
ses desarrollando funciones jurisdiccionales tras
haber finalizado el período de formación en la Es-
cuela Judicial. En ambos casos cumplen los requi-
sitos, pero, obviamente, la situación no es la mis-
ma ni tampoco las consecuencias que en uno y
otro caso pudieran derivarse. Sería necesario esta-
blecer una reglamentación más precisa en orden al
acceso a la carrera judicial comunitaria, tanto desde
el punto de vista nacional como supranacional.

El mandato de los jueces del Tribunal de Justicia
se ejerce por un período de 6 años, renovables por
iguales períodos de tiempo. La renovación será
parcial cada 3 años, afectando, alternativamente, a
8 y a 7 jueces, como dispone el artículo 9 del Pro-
tocolo anejo al Tratado de Niza, estableciéndose un
régimen similar para los jueces del Tribunal de Pri-

'4 Silva de Lapuerta, en su obra "El procedimiento ante el Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Europeas", La Ley, Madrid,
1993, entiende que los requisitos debieran ser los mismos para los
Jueces del Tribunal de Justicia y para los del Tribunal de Primera
Instancia: también ésta es la opinión que mantienen Ortúzar Andé-
chaga, en su obra "Aplicación judicial del Derecho comunitario",
Trivium, Madrid, 1992, y Peñarrubia Iza y Miguel Angel López Ló-
pez, en su obra conjunta "Procedimiento ante el Tribunal de Prime-
ra Instancia de las Comunidades Europeas y recurso de casa-
cion", Dilex, Madrid, 2000.



Primera Instancia en el artículo 224, según el cual,
los jueces

"serán designados de común acuerdo por los
Gobiernos de los Estados miembros por un pe-
ríodo de seis años. Cada tres años tendrá lugar
una renovación parcial. Los miembros salientes
podrán ser nuevamente designados ... ':

y se establece en el artículo 50 del Estatuto re-
cogido en el Protocolo anejo que

"El Tribunal de Primera Instancia actuará en Sa-
las compuestas por tres o cinco jueces. Los jue-
ces elegirán de entre ellos a los presidentes de
Sala. Los presidentes de las Salas de cinco
jueces serán elegidos por tres años ... "

Asimismo, en la composición del Tribunal de
Primera Instancia debe tenerse en cuenta la figura
del secretario que será nombrado por el Tribunal y
establecerá su Estatuto, de igual manera que el
Tribunal de Justicia. El secretario prestará juramen-
to ante el Tribunal de Justicia de que ejercerá sus
funciones con toda imparcialidad y en conciencia y
de que no violará en modo alguno el secreto de las
deliberaciones.

Sus funciones, con las salvedades oportunas de
diferentes jurisdicciones y competencias, son simi-
lares a las señaladas para los secretarios judiciales
en nuestro país en el Reglamento Orgánico del
Cuerpo de Secretarios Judiciales, aprobado por
Real Decreto 429/1988, de 29 de abril. Estas fun-
ciones se fijan en el Reglamento del Procedimiento
del Tribunal de Primera Instancia de 2 de mayo de
199115

, referidas a la recepción de escritos y copias
presentados en el Tribunal, dación de cuenta de los
mismos, conservación y custodia de los asuntos y
expedición de testimonios. También el secretario
tendrá la custodia de los sellos, será el responsable
de los archivos y se encargará de las publicaciones
del Tribunal de Primera Instancia y, con salveda-
des, asistirá a las sesiones del Tribunal de Primera
Instancia.

Igualmente se adscribirán al Tribunal de Justicia,
según el artículo 12 del Estatuto contenido en el
Protocolo anejo, y por tanto aplicable al Tribunal de
Primera Instancia según el artículo 224 último inci-
so del TCE funcionarios y otros agentes a fin de ga-
rantizar su funcionamiento, dependiendo del secre-
tario y bajo la autoridad del presidente. En concreto

15 DO L 136 de 30 de mayo de 1991 y DO L 317 de 19 de no-
viembre de 1991, pág. 34 (corrección de errores), con las modifica-
ciones publicadas de:

(1) 15 de septiembre de 1994 (DO L 249 de 24 de septiembre de
1994, pág. 17);

(2)17 de febrero de 1995 (DO L 44 de 28 de febrero de 1995,
pág. 64);

(3)6 de julio de 1995 (DO L 172 de 22 de julio de 1995, pág. 3);
(4)de 12 de marzo de 1997 [DO L 103 de 19 de abril de 1997,

pág. 6, Y DO L 351 de 23 de diciembre de 1997 (corrección de
errores)];

(5)de 17 de mayo de 1999 (DO L 135, de 29 de mayo de 1999,
pág. 92), Y

(6) de 6 de diciembre de 2000 (DO L 322, de 19 de diciembre de
2000, pág. 4

Se encuentra una versión consolidada en el DOCE nº C 34 de 1
de febrero de 2001.

el artículo 52 del Estatuto atribuye a los presidentes
del Tribunal de Justicia y del Tribunal de Primera
Instancia la misión de fijar de común acuerdo las
condiciones en las que los funcionarios y demás
agentes adscritos al Tribunal de Justicia prestarán
sus servicios en el Tribunal de Primera Instancia
para garantizar su funcionamiento. Determinados
funcionarios u otros agentes dependerán del secre-
tario del Tribunal de Primera Instancia bajo la auto-
ridad del presidente del mismo.

Especial mención merecen los ponentes adjuntos
y los abogados generales. En relación a los prime-
ros, se prevé en el artículo 13 del Estatuto que el
Tribunal de Justicia pueda proponer y el Consejo
decidir, por unanimidad, el nombramiento de po-
nentes adjuntos y establecer su Estatuto. Su fun-
ción principal es la de participar en la instrucción de
los asuntos sometidos al Tribunal de Justicia y
colaborar con el juez ponente. Al igual que ocurre
con los jueces y con los abogados generales, los
ponentes adjuntos serán elegidos entre personas
que ofrezcan absolutas garantías de independencia
y posean la competencia jurídica necesaria, siendo
nombrados por el Consejo. Prestarán juramento an-
te el Tribunal de Justicia de que ejercerán sus fun-
ciones con toda imparcialidad y en conciencia y de
que no violarán en modo alguno el secreto de las
deliberaciones.

En el Reglamento de Procedimiento del Tribunal
de Justicia de 19 de junio de 199116 vienen previs-
tos los ponentes adjuntos en su artículo 24 con la
misión de asistir al presidente en el procedimiento
sobre medidas provisionales y asistir a los jueces
ponentes en su tarea, labores que se entiende se-
guirán conservando en el Tribunal de Primera Ins-
tancia, aunque en el Reglamento de 2 de mayo de
1991 no se especifique nada acerca de ellos.

Respecto a los abogados generales el artículo 224
TCE modificado establece que el Estatuto del Tribunal
de Justicia podrá disponer que el Tribunal de Primera
Instancia esté asistido por abogados generales y, en
efecto, el artículo 49 de dicho Estatuto prevé que los
miembros del Tribunal de Primera Instancia podrán
ser llamados a desempeñar las funciones de abogado
general, y asimismo a lo largo del desarrollo del pro-
cedimiento, en los artículos 19 y siguientes, se enu-
meran las funciones del abogado general ante el Tri-
bunal de Primera Instancia.

Básicamente, del contenido del artículo 49 se
desprende que su principal función consistirá en

16 DO L 176 de 4.7.1991, pág. 7, Y DO L 383 de 29.12.1992,
pág. 117 (rectificación), con las modificaciones resultantes de los
siguientes actos:

1. Modificaciones del Reglamento de Procedimiento del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas de 21 de febrero de
1995 (DO L 44 de 28.2.1995, pág. 61).

2. Modificaciones del Reglamento de Procedimiento del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas de 11 de marzo de
1997 (DO L 103 de 19.4.1997, pág. 1, Y DO L 351 de 23. 12. 1997,
pág. 72 (rectificación).

3. Modificaciones del Reglamento de Procedimiento del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas de 16 de mayo de 2000
(DO L 122 de 24.5.2000, pág. 43).

4. Modificaciones del Reglamento de Procedimiento del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas de 28 de noviembre de
2000 (DO L 322 de 19.12.2000, pág. 1)

Versión consolidada en el DOCE nO C 34 de 1 de febrero de
2001.
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presentar públicamente, con toda imparcialidad e
independencia, conclusiones motivadas sobre de-
terminados asuntos sometidos al Tribunal de Prime-
ra Instancia, con la finalidad de asistir a este Tribu-
nal en el cumplimiento de su misión. Los criterios
para la selección de tales asuntos, así como las
modalidades de designación de los abogados gene-
rales, serán fijados en el Reglamento de Procedi-
miento del Tribunal de Primera Instancia. Al objeto
de lograr la pretendida imparcialidad e indepen-
dencia, el miembro del Tribunal de Primera Instan-
cia llamado a desempeñar la función de abogado
general en un asunto no podrá participar en la reso-
lución del mismo. Tampoco podrán participar en la
resolución de ningún asunto en el que hubieran in-
tervenido anteriormente en calidad de agente, ase-
sor o abogado de una de las partes, o respecto del
cual hubieran sido llamados a pronunciarse como
miembros de un Tribunal, de una comisión investi-
gadora o en cualquier otro concepto.

Por su parte el Tribunal de Justicia está asistido
por ocho abogados generales, y respecto al Tribu-
nal de Primera Instancia en virtud del Reglamento
de Procedimiento de este Tribunal de 2 de mayo de
1991 cuando el Tribunal de Primera Instancia se
reúna en Pleno estará asistido por un abogado ge-
neral designado por el presidente del Tribunal de
Primera Instancia. El Tribunal de Primera Instancia
reunido en Sala podrá ser asistido por un abogado
general, en la medida en que considere que la difi-
cultad de las cuestiones de derecho o la compleji-
dad de los antecedentes de hecho del asunto así lo
exijan.

La decisión de proceder a la designación de un
abogado general para un asunto determinado será
tomada por el Pleno del Tribunal de Primera Ins-
tancia a petición de la Sala a la que se haya atri-
buido o asignado el asunto. El presidente del Tribu-
nal de Primera Instancia designará al juez que haya
de desempeñar las funciones de abogado general
en dicho asunto.

La institución del abogado general se inspira cla-
ramente en la figura del "Commissaire du Gouver-
nement» del Consejo de Estado y de los Tribunales
administrativos franceses. Fue introducida en el
Tribunal de Justicia a fin de compensar la unicidad
original de la jurisdicción y la falta de instancias de
recurso derivada de ésta, así como para proteger la
independencia de quienes habían de resolver sobre
asuntos que en definitiva afectaban a los asuntos
de los gobiernos que los habían designado.

En cierta manera la figura del abogado general ante
el Tribunal de Justicia o el Tribunal de Primera Instan-
cia se asemeja al Ministerio Fiscal español en su ver-
tiente de defensor de la legalidad y de la independen-
cia de los Tribunales y sometido al principio de
imparcialidad (artículo 124.1 de la Constitución) e in-
tegrado con autonomía funcional en el Poder Judicial
(artículo 2.1 Ley 50/1981, de 30 de diciembre, regula-
dora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fisca~. En
definitiva, como ya he dicho, vienen a apoyar al Tri-
bunal con carácter previo a la resolución del asunto
desde una imparcialidad que debe ser tenida en cuen-
ta por el órgano judicial. La existencia, por otra parte
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del abogado general ante el Tribunal de Justicia o el
Tribunal de Primera Instancia supone la exclusión del
Ministerio Fiscal, en el caso español, o el Pubblico Mi-
nistero en Italia, el Parquet francés o el Crown Prose-
cution Service en Inglaterra o la Magistratura del Mi-
nisterio Público en Portugal, del procedimiento ante
dichos Tribunales comunitarios no teniendo la capaci-
dad procesal para intervenir en los procedimientos an-
te los mismos, salvo en aquellos casos en los que sea
parte17

•

La misión de los abogados generales consiste en
presentar al Tribunal, con las denominadas «con-
clusiones», una propuesta de resolución -no vin-
culante- derivada de un dictamen jurídico elabo-
rado con plena independencia e imparcialidad so-
bre las cuestiones jurídicas planteadas en el proce-
dimiento. Las conclusiones motivadas son parte in-
tegrante de la vista oral (apartados 1 y 2 del artícu-
lo 59 del Reglamento de procedimiento del TJCE) y
se publican, junto con la sentencia, en la Recopila-
ción de Jurisprudencia.

Dichas conclusiones que en principio eran orales,
con el tiempo han pasado a presentarse de forma
escrita y contienen normalmente un análisis deta-
llado de los antecedentes de hecho y argumentos
de las partes, así como un examen exhaustivo de
la jurisprudencia del TJCE y doctrina sobre la mate-
ria, respondiendo definitivamente a todas las cues-
tiones jurídicas planteadas. Los Abogados Genera-
les sólo pueden influir en la sentencia mediante el
poder de convicción de sus conclusiones motiva-
das, pues no participan en las deliberaciones de la
sentencia ni en las votaciones.

En definitiva, las conclusiones son un elemento
de referencia para las deliberaciones de los jueces,
ayudan a la interpretación de las sentencias del Tri-
bunal de Justicia e influyen decisivamente en la
formación y el desarrollo de la jurisprudencia co-
munitaria lB.

Finalmente, cabe señalar que en todos los Esta-
dos miembros, la elección de la persona y el pro-
cedimiento de designación de los Jueces y Aboga-
dos Generales son competencia exclusiva del

17 En el asunto C-400/97, cuestión prejudicial planteada por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia del País Vasco, a pesar de que en un primer momento por el
órgano judicial español se dio traslado al Ministerio Fiscal, aunque
no era parte en el procedimiento principal, por aplicación del artícu-
lo 35.2 de la L.O. 2/1979, de 3 de octubre del Tribunal Constitucio-
nal, con posterioridad se le expulsó del procedimiento seguido ante
el Tribunal de Justicia en virtud de resolución de este Tribunal de
27 de enero de 1999 y precisamente por el hecho de no ser parte
de conformidad con los artículos 177 del TCE, 20 del Estatuto del
Tribunal y 104.2 del Reglamento de procedimiento del TJCE, tal
como indicó la Sala de lo Contencioso-Administrativo ante el recur-
so del Fiscal (Revista del Ministerio Fiscal nO 8.2000), y entiendo
que acertadamente, porque la función desempeñada por el Ministe-
rio Fiscal en el ordenamiento jurídico nacional no puede extravasar-
se al ordenamiento comunitario, precisamente porque ante los ór-
ganos jurisdiccionales comunitarios actúa en defensa de la
legalidad el abogado general. Sin embargo, la Memoria de la Fisca-
lía General del Estado de 1997, págs. 469 y ss., apuntaba una re-
afirmación del protagonismo del Ministerio Fiscal en el recurso
prejudicial en orden a conseguir una interpretación auténtica del
Derecho Comunitario por parte del Tribunal de Justicia, aunque
entiendo que la misma se refiere a aquellos casos en los que el
Ministerio Público es parte en el procedimiento nacional.

•• Ruiz-Jarabo, D., Diario La Ley. Junio 2002. Según el mismo,
con el fin de reforzar el análisis en las decisiones del Tribunal, so-
bre todo en los asuntos en los que no existe doble jurisdicción, apa-
rece la figura del Abogado general.



poder ejecutivo y los procedimientos empleados
para ello son sumamente distintos y muy poco, por
no decir nada, transparentes, por lo que reitero la
necesidad de una reglamentación más precisa en
esta materia.

En cuanto al funcionamiento el Tribunal de Prime-
ra Instancia actuará en Salas compuestas por tres o
cinco jueces, según el artículo 50 del Estatuto que
añade que la composición de las Salas y la atribu-
ción de asuntos a las mismas se regulará por el
Reglamento de Procedimiento. En determinados
casos previstos en el Reglamento de Procedimien-
to, el Tribunal de Primera Instancia podrá actuar en
Pleno o como órgano unipersonal. El Reglamento
de Procedimiento podrá disponer asimismo que el
Tribunal de Primera Instancia se constituya en
Gran Sala en los casos y las condiciones que esti-
pule.

En el vigente Reglamento del Tribunal de 2 de
mayo de 1991 se regula en sus artículos 10 a 19,
ambos inclusive, de forma pormenorizada, el fun-
cionamiento de las Salas y, concretamente, la dis-
tribución de trabajo entre las mismas, que fijará el
propio Tribunal y se publicará en el Diario Oficial de
las Comunidades Europeas. Asimismo la designa-
ción de ponente para cada asunto corresponderá al
Presidente del Tribunal de Primera Instancia a pro-
puesta del presidente de la Sala. También y excep-
cionalmente cuando la dificultad de las cuestiones
de derecho o la importancia del asunto o las cir-
cunstancias particulares lo justifiquen, podrá atri-
buirse el asunto al Pleno del Tribunal de Primera
Instancia o a una Sala integrada por un número di-
ferente de jueces.

El Tratado de Niza establece, sin embargo, como
ya he apuntado anteriormente, un nuevo sistema al
crear dentro del Tribunal de Primera Instancia las
"salas jurisdiccionales': En efecto, en el artículo
220 párrafo 2º del TCE modificado por el Tratado
de Niza se establece que

"Además, podrán agregarse al Tribunal de Pri-
mera Instancia, en las condiciones establecidas
en el artículo 225 A, salas jurisdiccionales para
que ejerzan, en determinados ámbitos específi-
cos, competencias jurisdiccionales previstas en el
presente Tratado»,

estableciendo el nuevo artículo 225 A del TCE
que

"El Consejo, por unanimidad, a propuesta de la
Comisión y previa consulta al Parlamento Euro-
peo y al Tribunal de Justicia, o a petición del Tri-
bunal de Justicia y previa consulta al Parlamento
Europeo y a la Comisión, podrá crear salas juris-
diccionales encargadas de conocer en primera
instancia de determinadas categorías de recursos
interpuestos en materias específicas.

La decisión por la que se cree una sala jurisdic-
cional fijará las normas relativas a la composición
de dicha sala y precisará el alcance de las com-
petencias que se le atribuyan.

Contra las resoluciones dictadas por las salas

jurisdiccionales podrá interponerse ante el Tribu-
nal de Primera Instancia recurso de casación limi-
tado a las cuestiones de Derecho o, cuando la
decisión relativa a la creación de la sala así lo
contemple, recurso de apelación referente tam-
bién a las cuestiones de hecho. Los miembros de
las salas jurisdiccionales serán elegidos entre
personas que ofrezcan absolutas garantías de in-
dependencia y que posean la capacidad necesa-
ria para el ejercicio de funciones jurisdiccionales.
Serán designados por el Consejo por unanimidad.

Las salas jurisdiccionales establecerán su re-
glamento de procedimiento de acuerdo con el Tri-
bunal de Justicia.

Dicho reglamento requerirá la aprobación del
Consejo por mayoría cualificada.

Salvo disposición en contrario de la decisión por
la que se cree la sala jurisdiccional, las disposi-
ciones del presente Tratado relativas al Tribunal
de Justicia y las disposiciones del Estatuto del
Tribunal de Justicia serán aplicables a las salas
jurisdiccionales» .

Estas Salas jurisdiccionales se encargarán de co-
nocer de recursos interpuestos en materias especí-
ficas. Así, por ejemplo, la Comisión está preparan-
do un proyecto al objeto de dotar de competencia a
estas Salas en materia de función pública. Por tan-
to, a pesar de que desde la institución se mantenga
que ni en el Tribunal de Justicia ni en el de Primera
Instancia existe una especialización entre las Sa-
las19

, lo cierto es que ésa parece ser la intención y
de hecho ya está ocurriendo en cuanto que en la
actualidad se atribuyen a dos Salas del Tribunal los
asuntos de marcas, especialización que por otra
parte debe entenderse beneficiosa para el mejor
funcionamiento del Tribunal en cuanto agilizará la
resolución de los recursos presentados20

.

Considero que es criticable el hecho de que as-
pectos tan fundamentales como la composición, el
funcionamiento o las competencias que en el futuro
tengan estas Salas jurisdiccionales se dejen a una
regulación posterior a través de una decisión co-
munitaria, sin que ni siquiera se recoja tal regula-
ción en el Estatuto incorporado al Protocolo anejo
al Tratado de Niza.

Por otra parte y en orden a las cuestiones de
competencia que se puedan plantear entre el
Tribunal de Justicia y el de Primera Instancia, el
artículo 54 del Estatuto resuelve las diferentes
cuestiones señalando que

"Cuando un recurso o cualquier otro acto pro-
cesal dirigido al Tribunal de Primera Instancia se
presente por error en la Secretaría del Tribunal de

19 Rodríguez Iglesias, G.C., Diario La Ley. Junio 2002. Sin em-
bargo sí apunta la posibilidad de crear órganos jurisdiccionales
descentralizados que trabajen en un solo idioma y que actúen como
filtro entre los órganos jurisdiccionales nacionales y el Tribunal de
Justicia en el caso de que se produzca un desbordamiento de
cuestiones prejudiciales, aunque ello exigiría una reforma del Tra-
tadg que no es previsible a corto plazo.

2 En su Informe a la Conferencia Intergubernarnental 2000 el
propio Tribunal de Primera Instancia señalaba como previsibles
materias a las que se debería extender estas salas la función públi-
ca y en materia de Derecho de la propiedad industrial y comercial.
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Justicia, ésta lo transmitirá inmediatamente a la
Secretaría del Tribunal de Primera Instancia; de la
misma manera, cuando un recurso o cualquier
acto procesal dirigido al Tribunal de Justicia se
presente por error en la Secretaría del Tribunal de
Primera Instancia, ésta lo transmitirá inmediata-
mente a la Secretaría del Tribunal de Justicia.
Cuando el Tribunal de Primera Instancia conside-
re que no es competente para conocer de un re-
curso por ser de la competencia del Tribunal de
Justicia, lo remitirá a dicho Tribunal. De la misma
manera, cuando el Tribunal de Justicia considere
que un recurso corresponde a la competencia del
Tribunal de Primera Instancia, lo remitirá a este
último, que en tal caso no podrá declinar su com-
petencia. Cuando se sometan al Tribunal de Jus-
ticia y al Tribunal de Primera Instancia asuntos
que tengan el mismo objeto o que planteen la
misma cuestión de interpretación o que cuestio-
nen la validez del mismo acto, el Tribunal de Pri-
mera Instancia podrá, previa audiencia de las par-
tes, suspender sus actuaciones hasta que el
Tribunal de Justicia dicte sentencia. Cuando se
interpongan recursos para obtener la anulación
del mismo acto, el Tribunal de Primera Instancia
podrá también declinar su competencia a fin de
que el Tribunal de Justicia pueda pronunciarse
sobre tales recursos. En los asuntos a los que se
refiere el presente párrafo, el Tribunal de Justicia
también podrá decidir suspender el procedimiento
del que conozca; en tal caso, el procedimiento
continuará ante el Tribunalde Primera Instancia".

IV. PROCEDIMIENTO

El artículo 53 párrafo primero del Tratado de Niza
dispone que el procedimiento ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia estará regulado por el Título 1/1.Este
Título comprende los artículos 19 a 46, ambos inclusi-
ve, y en él se contempla el procedimiento ante el Tri-
bunal de Justicia, por lo que en este capítulo no me
extenderé en mencionar y destacar todas las particula-
ridades del procedimiento, ya que ello sería objeto es-
pecífico de un trabajo de investigación de mayor enti-
dad, por la amplitud del tema y las posibilidades de
desarrollo del mismo, por lo que me limitaré única-
mente a destacar las principales y a exponer las líneas
maestras de cada una de ellas.

Además de este Título 111, la regulación concreta
del procedimiento se deja para un posterior Regla-
mento, manteniéndose vigente en la actualidad el
de 2 de mayo de 1991. Sin embargo, el 6 de di-
ciembre de 2000 el Tribunal de Primera Instancia
adoptó varias modificaciones de su Reglamento de
Procedimiento con la finalidad de acelerar los pro-
cedimientos21

. Dichas modificaciones entraron en
vigor el1 de febrero de 2001.

Teniendo en cuenta la advertencia al lector ante-
riormente expresada, las referidas modificaciones
versan principalmente sobre los siguientes puntos:

2' DO L 322, de 19 de diciembre de 20(Xl
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1. Creación de un procedimiento acelerado
(<<1asttrack»). Nuevo artículo 76 bis

Este procedimiento de nueva tipología está desti-
nado a asuntos que revisten una urgencia especial
y para los cuales las medidas provisionales adop-
tadas en el procedimiento sobre medidas provisio-
nales no constituyen una solución adecuada (cabe
pensar, por ejemplo, en los recursos que versan
sobre el acceso del público a los documentos ad-
ministrativos de las Instituciones o sobre las deci-
siones en materia de control de las concentracio-
nes).

- En el procedimiento acelerado, la fase oral
constituirá la fase fundamental del procedimiento.
El Tribunal de Primera Instancia le dedicará más
tiempo y la fase oral deberá hacer poSible un deba-
te minucioso y completo de todos los aspectos del
asunto.

- En principio, la fase escrita del procedimiento
se limitará a la demanda y al escrito de contesta-
ción. No habrá ni un segundo turno de escritos de
alegaciones ni escrito de formalización de la inter-
vención.

- Los escritos de alegaciones deberán ser bre-
ves y concisos.

- El asunto se sustanciará con carácter priorita-
rio.

- L;...petición de que el asunto se sustancie se-
gún el procedimiento acelerado deberá presentar-
se, mediante acto separado, al mismo tiempo que
los escritos de demanda o de contestación.

- El Tribunal de Primera Instancia decidirá caso
por caso, tomando en consideración la urgencia
particular y las circunstancias del asunto, así como
si éste, habida cuenta de su complejidad y del vo-
lumen de los escritos presentados, se presta a un
debate esencialmente oral.

2. Supresión del segundo turno de escritos de
alegaciones. Modificación del artículo 47

Cuando una vez presentado el escrito de contes-
tación el contenido de los autos sea suficientemen-
te completo para permitir a las partes desarrollar
sus motivos y alegaciones en la fase oral, el Tribu-
nal de Primera Instancia podrá decidir que no se
presentarán escritos de réplica y dúplica. En este
caso, a petición de las partes, el Tribunal les con-
cederá más tiempo de uso de la palabra para que
desarrollen su argumentación en la vista.

3. Reducción del plazo para presentar la
demanda de intervención Modificación del
artículo 115, apartado 1, Y nuevo apartado 6
del artículo 116

Se reduce a seis semanas el plazo para presentar
la demanda de intervención, plazo que se contará a
partir de la publicación en el Diario Oficial de las
Comunidades Europeas de la comunicación relati-
va a la interposición del recurso. No obstante, po-



drá admitirse la intervención extemporánea que se
solicite después de la expiración del referido plazo
y antes de la decisión de iniciar la fase oral del pro-
cedimiento, pero, en este caso, la parte coadyuvan-
te no tendrá derecho sino a presentar oralmente
sus observaciones en la vista basándose única-
mente en el informe para la vista que le haya sido
comunicado.

4. Utilización de los medios de comunicación
modernos. Nuevo apartado 6 del artículo 43,
modificación del artículo 44, apartado 2, y
del artículo 100

Se amplía la posibilidad de utilizar el fax o cual-
quier otro medio técnico de comunicación para la
correspondencia entre la Secretaría del Tribunal de
Primera Instancia y los abogados y agentes de las
partes.

5. Simplificación de las disposiciones sobre
los plazos por razón de la distancia. Modifi-
cación del artículo 102, apartado 2

La posibilidad de transmisión instantánea de los
documentos convierte en obsoleta la diferenciación
de los plazos por razón de la distancia en función
del domicilio de las partes. A efectos del cumpli-
miento de los plazos, se admitirá la presentación
de cualquier documento procesal, en forma de una
copia del original firmado, por medio de fax o como
anexo (copia escaneada) a un correo electrónico,
siempre que el original firmado se reciba en la Se-
cretaría como máximo diez días después. La Se-
cretaría utilizará el fax o la transmisión de una co-
pia por correo electrónico para las notificaciones
cuando el abogado o agente haya manifestado su
consentimiento. Si el abogado o agente acepta las
notificaciones por esta vía, la elección de domicilio
en Luxemburgo se convertirá en facultativa. Se
aplicará un plazo por razón de la distancia fijo y
único de diez días con independencia del domicilio
de la parte interesada.

En cuanto a la regulación prevista en el Estatuto
aprobado con el Tratado de Niza, establece que el
procedimiento ante el Tribunal de Primera Justicia
constará de dos fases: una escrita y otra oral.

1. Fase escrita

La fase escrita consistirá en la notificación a las
partes, así como a las instituciones de las Comuni-
dades cuyos actos se impugnen, de las demandas,
alegaciones, contestaciones y observaciones y,
eventualmente, de las réplicas, así como de cual-
quier otra pieza o documento de apoyo o de sus
copias certificadas conformes.

Esta fase se inicia con la demanda, dirigida al
Secretario. En cuanto a su contenido, la demanda
habrá de contener el nombre y el domicilio del de-

mandante22 y la calidad del firmante, el nombre de
la parte o partes contra las que se interponga la
demanda, el objeto del litigio, las pretensiones y
una exposición sumaria de los motivos invocados.
Por tanto, son requisitos sustanciales de la misma,
además del encabezamiento con la identificación
del demandante y del demandado, los hechos, los
fundamentos de Derecho en que aquellos se basen
y la petición concreta.

La demanda deberá ir acompañada, si ha lugar,
del acto cuya anulación se solicita o, en la hipótesis
contemplada en el artículo 232 del Tratado y en
el artículo 148 del Tratado CEEA, de un documento
que certifique la fecha del requerimiento previsto
en dichos artículos. No obstante, el incumplimiento
del requisito de aportación documental es subsana-
ble, de forma que de no haber sido adjuntados di-
chos documentos a la demanda, el Secretario invi-
tará al interesado a presentarlos en un plazo
razonable, sin que quepa oponer preclusión en ca-
so de que se regularice la situación procesal trans-
currido el plazo para recurrir.

La representación en el procedimiento ante el
Tribunal de Primera Instancia corresponde:

- A un agente, para cada asunto, tratándose de
los Estados miembros, de las instituciones de las
Comunidades, de los Estados parte en el Acuerdo
sobre el Espacio Económico Europeo, distintos de
los Estados miembros, y del Organo de Vigilancia
de la AELC, previsto por dicho Acuerdo. Este agen-
te no tiene por qué ser jurista, pues en todo mo-
mento podrá estar asistido por un asesor o un abo-
gado.

- A un abogado, en el caso de las demás par-
tes.

En el caso de los abogados, únicamente estarán
facultados para representar o asistir a una parte an-
te el Tribunal de Justicia si ejercen sus actividades
ante un órgano jurisdiccional de un Estado miem-
bro o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el
Espacio Económico Europeo.

2. Fase oral

La fase oral comprende la lectura del informe que
elabora y presenta el juez ponente, la audiencia por
el Tribunal de los agentes, asesores y abogados y
las conclusiones del abogado general y, si ha lugar,
el examen de testigos y peritos.

La vista será pública, salvo que, por motivos gra-
ves, el Tribunal de Justicia decida lo contrario, de
oficio o a instancia de parte.

Durante la vista, el Tribunal de Justicia podrá inter-
rogara los peritosy a los testigos, así como a las pro-
pias partes. Sin embargo, estas últimas sólo podrán
actuaren juicio por medio de sus representantes.

Se levantará acta de cada vista; dicha acta será
firmada por el presidente, quien fijará el turno de
las vistas, y por el secretario.

22 Debiera fijarse en el lugar donde tenga su sede el Tribunal, en
este caso, Luxemburgo, pues de esta forma se facilitaría la comu-
nicación con el órgano jurisdiccional y ello conllevaría un acorta-
miento de los plazos. No obstante, si en la demanda no se fija un
domicilio en Luxemburgo, no por ello se inadmitirá.
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Las deliberaciones del Tribunal de Justicia serán
y permanecerán secretas.

Las sentencias serán motivadas. Mencionarán los
nombres de los jueces que participaron en las deli-
beraciones. Las sentencias serán firmadas por el
presidente y el secretario. Serán leídas en sesión
pública y en ellas se decidirá sobre las costas.

Debe observarse que no existe una regulación, ni
general ni específica, sobre el voto particular que
pueda ser emitido, discrepando del parecer mayori-
tario, por cualquiera de los jueces que integran el
Tribunal. Es por ello que la doctrina se ha pronun-
ciado al respecto manteniendo una actitud positiva
hacia la ausencia de este régimen, apoyándose en
razones diversas, que van desde la búsqueda de
soluciones de consenso imposibles de lograr de
existir la figura del voto disidente23

, hasta la mayor
independencia de los jueces comunitarios24

•

Las resoluciones del Tribunal de Primera Instan-
cia que pongan fin al proceso, así como las que re-
suelvan parcialmente la cuestión de fondo o pon-
gan fin a un incidente procesal relativo a una
excepción de incompetencia o de inadmisibilidad
serán notificadas por el secretario del Tribunal de
Primera Instancia a todas las partes, así como a
todos los Estados miembros y a las instituciones de
las Comunidades, incluso aunque no hayan inter-
venido en el litigio ante el Tribunal de Primera Ins-
tancia. Así se pronuncia el artículo 55 del Estatuto.

Aliado del procedimiento ordinario, el artículo 39
del Estatuto prevé la posibilidad de que el presiden-
te acuerde la incoación de un procedimiento abre-
viado al que, en lo que sea necesario, no se aplica-
rán algunas de las normas contenidas en dicho
Estatuto y que se regulará en el Reglamento de
Procedim iento.

V. CONCLUSIONES

A la vista de lo expuesto anteriormente, en este
trabajo he llegado a cuatro conclusiones particula-
res, que a continuación paso a exponer.

Primera conclusión, de carácter general

Las escasas reformas previstas en el Tratado de
Niza relacionadas con el Tribunal de Primera Ins-
tancia han sido incompletas, pues en muchas oca-
siones deben desarrollarse por medio de un Re-
glamento aún inexistente y en otras resulta
obligado que determinadas cuestiones novedosas
sigan rigiéndose por el Reglamento del año 1991,
con las modificaciones introducidas en el mismo en
el año 2000. Hubiera sido deseable más rigor y una
mayor precisión por parte del legislador comunitario
a la hora de describir las reformas y la puesta en
práctica de las mismas, anticipándose a previsibles
problemas, evitando la inseguridad que supone la

23 Así, Rodríguez Iglesias, en El Tribunal de Justicia de las Co-
munidades Europeas, Mangas Martín y Linan Nogueras, en Institu-
ciones y Derecho de la Unión Europea.

• En este sentido se manifiesta Fuentetaja Pastor, en El proceso
judicial comunitario.
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creación de nuevos órganos con competencias aún
por definir, lo que da una imagen de regulación ad
hoc y la necesidad de un constante parcheo norma-
tivo al socaire de las decisiones del Consejo de Mi-
nistros sobre la materia.

Segunda conclusión, de carácter particular

Se me antoja necesaria una regulación nacional,
inexistente por el momento, complementando la
normativa comunitaria, que precise las condiciones
necesarias para el acceso al ejercicio de funciones
jurisdiccionales en el seno del Tribunal de Primera
Instancia, siendo extensible esta conclusión al
nombramiento de los abogados generales. Al mis-
mo tiempo, debiera configurarse la figura del juez y
del abogado general con total independencia uno
del otro, acabando con la situación actual que per-
mite a una misma persona ostentar ambas cualida-
des.

Tercera conclusión, también de carácter
particular

Las Salas Jurisdiccionales son el mayor acierto
que puede achacarse al Tratado de Niza y su re-
forma del organigrama jurisdiccional. A pesar del
aplauso que merece su creación, tampoco se salva
en esta ocasión de la crítica el legislador comunita-
rio, toda vez que no precisa en qué materias espe-
cíficas va a tener competencia, ni se regulan as-
pectos tan fundamentales como la composición, el
funcionamiento o las competencias que en el futuro
tengan estas Salas jurisdiccionales. Dejar estas
cuestiones para una regulación posterior, a través
de una decisión comunitaria por parte del Consejo,
supone dejar coja la institución, habiendo sido de-
seable que, al menos en sus líneas básicas, se re-
cogiese tal regulación en el Estatuto incorporado al
Protocolo anejo al Tratado de Niza.

Ultima conclusión, también particular

Para poder asumir las nuevas competencias que
le atribuye el Tratado de Niza y evitar un colapso
asegurado en el Tribunal de Primera Instancia, se
impone el aumento del número de jueces que com-
ponen el mismo, al tiempo que una reestructuración
de la organización del Tflbunal y una modificación
del procedimiento, reduciendo los plazos actuales y
simplificando su tramitación.
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NO HAY DERECHO.
A que la dignidad del hombre y sus ideales

de paz, libertad y justicia social sean
avasallados en ningún lugar del mundo.

Si crees en los Derechos Humanos,
lucha por ellos. ..-----..----•••••••-- ..---r---

, t&ofnbr8' _ C.PoSt8\,
, owecdón' Ispaña

Ciudad'- rmacló a \a 11 1\\a1\O$ de .d
, ~ \nto p;o Derechos 11 28006 Madn .
, lsoclac161l Gasset, 77, 2," -

osé Ortega V

101




